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			Presentación

			Ana Luisa Guerrero Guerrero

			El levantamiento zapatista en México puso en evidencia el nosotros culturalmente homogéneo con incapacidades intelectuales y éticas para comprender la humanidad rebelde que en él se hacía presente. Los levantados exhibieron las limitaciones de ciertos paradigmas y dialécticas para registrar la otredad desde la igualdad de todos los humanos que no renuncian a ser diferentes respecto a la búsqueda del sentido de la vida en común.

			Los pueblos originarios indígenas como pueblos con historias de dominación y exterminio a lo largo de su pervivencia y resistencias han experimentado las grafías de poder y de valor que no les hacen partícipes de su entendimiento de justicia, ya sea porque ésta sea concebida como abolición de posiciones injustas, como clases sociales, o bien como la que brinda a todos los individuos las oportunidades para perseguir sus intereses particulares a partir de sus méritos.1

			Desde una óptica ética se puede decir que la tradición iluminista, paladín de la libertad del individuo, carece de sensores que registren la dignidad de los pueblos originarios y, en su declinación extrema como individualismo, hace de sus criterios éticos de autonomía y validez del imperativo categórico elementos de una ética heterónoma para ellos. Frente a tal situación ética, se origina la necesidad de pensar éticas para el cuidado, respeto y exigencia de la dignidad de todos los humanos y de todos los pueblos, que no por contener un grado de abstracción, en tanto su estatus teórico, se desatiendan de obviar las condiciones de asimetría con la que cuenten los pueblos originarios indígenas a la hora de brindar principios éticos para los derechos humanos en América Latina. En este sentido, la emergencia de Estados plurinacionales e interculturales activa la reflexión sobre la situación ética de los pueblos originarios en la región: ¿qué papel y función tienen las resistencias de los pueblos originarios en los Estados plurinacionales, acaso son las mismas que poseen en los Estados que sólo reconocen su pluriculturalidad? ¿La resistencia en los Estados plurinacionales ha logrado para los pueblos originarios otras formas de justicia?

			Tales retos y contextos latinoamericanos son los que se dejan ver en los planteamientos de los participantes en este libro, aquí se reúnen los resultados del proyecto de investigación PAPIIT IN400412 Deconstrucción y genealogía del concepto de dignidad de los pueblos originarios en el pensamiento latinoamericano, cuyos avances se han presentado en congresos, coloquios y foros. La publicación de las investigaciones pretende encontrar nuevos interlocutores y continuar los cuestionamientos iniciados en su seminario de investigación. 

			Las contribuciones aquí seleccionadas desarrollan las líneas de investigación del mencionado proyecto, a saber: la genealogía del poder y la exclusión; deconstrucción de los fundamentos del Estado-nación; y el análisis filosófico de las bases éticas de los derechos humanos, cuyos centros y puntos de confluencia son los pueblos originarios indígenas. En los textos se encuentran perspectivas históricas, filosóficas, internacionalistas y jurídicas y, no obstante esta diversidad, existe una característica común: no persiguen concepciones esencialistas sobre los pueblos originarios. Por esto mismo, los autores, en lugar de buscar lo originario de los pueblos indígenas como sinónimos de pureza, esencia o verdad última, se han ocupado de comprender, desde sus respectivas disciplinas, la genealogía de la inequidad y sus distintas manifestaciones en el desconocimiento de los pueblos indígenas vigente hasta nuestros días. 

			Precisamente la preocupación por la gestación de la exclusión de los pueblos originarios en el Estado-nación, es la que atiende José Octavio León Vázquez en su estudio que lleva por título “La ciudadanía en José María Luis Mora: exclusión y participación política en México”. Así, a través del análisis de los conceptos de propiedad y ciudadanía, muestra el proyecto social y económico que este gran historiador y político consideró necesario para fomentar la participación política con tendencia hacia la paz y el respeto de la propiedad individual. Además, León Vázquez contrasta los significados o contenidos filosóficos del individualismo y la ciudadanía desde una perspectiva histórica para tratar de entender la condición política indígena, a raíz de su reconocimiento como ciudadanos. El aspecto central de su argumentación lo constituye el acercamiento a las “contradicciones entre el modo de vida indígena y los principios del Estado liberal mexicano”. 

			En el capítulo “Los usos políticos de los derechos del hombre en sociedad”, Ignacio Sosa Álvarez acomete el tema de la exclusión política, vinculado al de la reducción de la dimensión del ciudadano de los integrantes de los pueblos originarios. En su texto se propone que esta reducción obvia la participación de los mismos para establecer las reglas de la convivencia, explica que con los procesos de reducción se limita a ese ciudadano al acatamiento de un orden ya en funcionamiento. Asimismo, aborda las significaciones tanto del sentimiento de pertenencia como de la certeza de la exclusión. 

			Alejandro Karín Pedraza Ramos examina a los pueblos indígenas como problema de asimilación estatal en su texto “Derecho a la autonomía de los pueblos como referente para la construcción del Estado plurinacional mexicano”. El autor reflexiona la cuestión de las posibilidades de inclusión de la comunidad como referencia fundamental para comprender la idea de pueblo indígena. De este modo, argumenta que uno de los principales problemas lo constituye el esfuerzo de querer hacer compatibles los derechos de las personas con los exigidos en los derechos colectivos, en tanto derechos humanos, histórica y socialmente situados. En la última parte del capítulo, plantea la pertinencia, necesidad, urgencia y posibilidad (dadas las reformas constitucionales en materia de derechos humanos de 2011) de la transformación del Estado mexicano en un Estado plurinacional, con la finalidad de que los pueblos originarios se encuentren plenamente reconocidos en su autonomía y especificidad societal.

			Desde este horizonte de preocupaciones, Blanca Angélica Mejía Acata ofrece su propia interpretación en el texto: “El derecho a la diferencia. Reflexiones de la ciudadanía multicultural a la ciudadanía intercultural”. Así, a partir de la consideración de la historicidad de los derechos humanos y de sus generaciones, la autora aborda la formación de los Estados nacionales latinoamericanos en atención a la ciudadanía que construyen. Una de las líneas discursivas que se hace presente en esta perspectiva, es la que apela al colonialismo interno para aplicarlo a la comprensión de la función de la ciudadanía excluyente disfrazada de incluyente, enmarcando la figura del mestizo como conciliación de la etapa colonial. Posteriormente, Blanca Mejía delimita conceptualmente las categorías de multiculturalidad, pluriculturalidad e interculturalidad con la finalidad de precisar sus significados para el entendimiento de la ciudadanía latinoamericana. Se presenta aquí otro asunto relevante, el cual consiste en preguntarse por los límites y alcances del derecho a la diferencia establecidos en el convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo, y con él tal inquietud pone en evidencia la necesidad de crear mayores soportes jurídicos y políticos para este derecho humano. 

			Nora Ileana García Peralta, en el capítulo “Implicaciones éticas y colonialismo interno en la representación política de los pueblos indígenas de México”, analiza tres temas fuertemente vinculados a la exclusión de los pueblos indígenas de la representación política legislativa mexicana, en tanto entes colectivos. En primer lugar, se ocupa del colonialismo interno como contexto sociohistórico que permite explicar su exclusión de la participación política en espacios democráticos más amplios. En segundo lugar, explica que la construcción de los derechos fundamentales y de la democracia misma se cimienta en un individualismo ético, el cual considera las relaciones sociales como una integración de individuos atomizados y como únicos sujetos dotados de dignidad para ejercer derechos políticos. Desde estas perspectivas ideológicas se derivan las dificultades para construir derechos políticos indígenas de naturaleza colectiva. Finalmente, la autora nos presenta el tema de las accionesafirmativas que en tanto “medidas de compensación” constituyen simples paliativos frente a las consecuencias de un sistema de dominio social desfavorable a los pueblos indígenas; sostiene que en materia política tales acciones están lejos de ser soluciones justas pues no poseen la capacidad de resolver en definitiva la exclusión política y social de los pueblos originarios, lo cual significa que las respuestas están en otro tipo de propuestas cualitativamente diferentes, como las formas de democracia participativa no vinculadas necesariamente con partidos políticos, pero donde la ciudadanía sí tiene capacidad de participar activamente y decidir en la política nacional.  

			En el capítulo “De la democracia comunitaria a la democracia participativa en Luis Villoro”, Alfonso Pérez Ruíz se interesa en la filosofía política de Luis Villoro, escrita a partir de la década de los noventa del siglo pasado. En principio, examina los distintos tipos de democracia que este filósofo distingue. Señala las características de la democracia comunitaria, propia de los pueblos originarios, luego las de la democracia representativa que es sustentada en los partidos políticos. Más adelante, discierne a detalle el modelo de democracia que propone Luis Villoro: la democracia participativa; modelo que tomó como base la democracia comunitaria existente de los pueblos originarios. Una de las partes más interesantes de este texto es la que presenta una breve comparación entre el pensamiento de Luis Villoro y Carlos Lenkersdorf respecto a la democracia comunitaria de los pueblos originarios.

			Héctor Suárez Portilla en su texto “Luis Villoro y la vía negativa de justicia como fundamento de los derechos humanos”, presenta un estudio sobre las aportaciones de la obra de Luis Villoro, en específico de su libro Los retos de la sociedad porvenir (2007), al entendimiento de las condiciones ético políticas de la región latinoamericana, que no es comprensible a través teorías y modelos de justicia basados en el supuesto del consenso entre sujetos iguales. Desde esta consideración es que Villoro, nos dice Suárez Portilla, propone reflexionar las condiciones reales de nuestro contexto, a través de su modelo de justicia por vía negativa, que constituye un modelo de explicación ético acorde a las sociedades con un alto grado de desigualdad social. Además, el autor realiza una crítica del pensamiento de este filósofo respecto a su modelo general de derechos humanos y su comprensión de lo que es la exclusión y la marginación que padecen los pueblos originarios. 

			Reyna Itzel de la Cruz Quintana también se interna en la obra de Luis Villoro; lo hace a través de los conceptos de ciudadanía y Estado, por ello en su capítulo “El concepto de ciudadanía y Estado plural. Aportes de Luis Villoro” argumenta que si bien con el estatuto de ciudadanía se pretendía dar término a las exclusiones sociales, con ella se generaron nuevos tipos de exclusión, pues el Estado ha otorgado la ciudadanía a quienes tienen ciertas características y no otras. La autora pondera y revisa las propuestas de Villoro que dan cuenta de las relaciones entre ciudadanía restringida, diferencia cultural y Estado plural. Por último, en el texto se muestran los alcances teóricos de los principios transculturales que son ofrecidos por el filósofo mexicano para una ética que atienda el compromiso de justicia para los pueblos indígenas.

			“Contribuciones genealógicas para una discusión a propósito del Estado en América Latina” es un texto de Carlos Juan Núñez Rodríguez en el que realiza la investigación de algunas posturas genealógicas y biopolíticas de las relaciones de poder en nuestra región, para ello acude a los aportes tanto del sociólogo argentino Daniel Feierstein, en sus propios términos de proceso social genocida, como a los correspondientes del filósofo italiano Roberto Esposito a través del término inmunización. Desde la perspectiva de Núñez Rodríguez, ambos autores coinciden en la interpretación de la modernidad y del Estado moderno como fuentes del discurso de la libertad, mismo que les produce legitimidad y los fundamenta, pero que, de forma paradójica e inevitable, sus prácticas discursivas e institucionales llevan a su cancelación, es decir, éstas procrean dinámicas de destrucción de la libertad en nombre de la libertad. La propuesta planteada aquí conduce a interpretar las prácticas del Estado desde un ámbito de necropoder y necropolítica en América Latina. 

			En los apartados anteriores se ha transitado la cuestión de los pueblos originarios indígenas desde diversos ejes: políticos, históricos y jurídicos. Ahora, Eduardo Hernández Melgar en su texto “El desafío ético de la economía extractivista para la consecución del derecho humano al desarrollo”, analiza la cuestión de las posibilidades de coexistencia de la economía y la ética, en tanto asume el supuesto de que ellas comparten un mismo fin: la plenitud de las relaciones humanas entendidas como desarrollo. Es por esto que enfoca su atención en las consecuencias destructivas de la economía extractivista y su oposición a los principios éticos de la conservación y la preservación de los pueblos originarios. Esta contribución de Eduardo Hernández nos acerca a la necesidad de confrontar el pensamiento ético con las consecuencias del capitalismo, sobre todo cuando este  último hace pasar la depredación como libertad y desarrollo, lejos de toda intención de proteger a los pueblos indígenas. 

			En mi propia participación, con la que se inicia el presente volumen, titulada “Exclusión y poder intercultural en América Latina”, ofrezco una investigación acerca de los elementos constitutivos de las políticas y las éticas que hicieron de la diversidad cultural una manera de nombrar lo que hasta nuestros días se considera extraviado de los cánones de la humanidad universal. En este sentido es que analizo las justificaciones políticas del apartamiento y negación de la diversidad cultural, así como también abordo la asimilación moderna mestiza de los pueblos indígenas como un elemento para fortalecer el ideario político del Estado-nación. De esta forma, abordo la importancia y peculiaridad del reconocimiento jurídico de la plurinacionalidad solidaria en nuestra región y planteo la necesidad de elaborar principios éticos interculturales como un proceso impostergable, para comprender la dignidad de los pueblos y sus derechos humanos universales, interdependientes e indivisibles.

			El lector tiene en sus manos los resultados de las investigaciones que no por ser tales pretenden poner fin a las inquietudes que incentivaron la reunión del equipo de investigación, sino que, más bien, se ofrecen como sujetas a nuevas revisiones e interpretaciones, porque estos textos se asumen como culmen de una etapa de trabajo siempre dispuesto a ser continuado.

			Quiero manifestar mi gratitud a Tania Ivonne Hernández Leal, su apoyo en la edición de los textos ha sido de gran valor. En todo el desarrollo de este proyecto de investigación, desde la infraestructura hasta la publicación de sus textos, el Dr. Adalberto Santana, director del CIALC, nos brindó todas las facilidades, vaya mi reconocimiento. Agradezco el apoyo financiero de la DGAPA de la UNAM para la publicación de este libro. 

			

			
				
					1 El libro de François Dubet, Repensar la justicia social, es un ejemplo de este tipo de ejercicios intelectuales en los que el contexto de los pueblos originarios de la región latinoamericana no son referentes. 

				

			

		

	
		
			Exclusión y poder intercultural en América Latina *

			Ana Luisa Guerrero Guerrero

			Introducción

			Ecuador y Bolivia proclamaron en sus Cartas Magnas ser Estados plurinacionales e interculturales, en ellas se destaca el reconocimiento de nuevos derechos, como los de la naturaleza y el de los pueblos originarios indígenas, sucesos jurídicos que los colocan en una situación distinta a los demás Estados de la región.1 La relación que establezcan ellos entre sus aspiraciones interculturales y el ámbito económico y político internacional, sin duda pondrá a prueba las posibilidades de su peculiaridad y el rumbo que cobren sus alianzas o distancias con las corporaciones y regiones del mercado capitalista. Es decir, la consolidación del perfil innovador de tales Estados es un porvenir que involucra la transición hacia la plurinacionalidad anticolonialista, lo cual es fácil de nombrar pero que implica cambios profundos en las políticas internas, en sus vínculos económicos externos, en la ética cívica, etc., ya que las expectativas que han levantado en la creación de nuevos modelos políticos para la región pueden resultar en otras maneras de recrear viejos colonialismos o mostrar nuevos derroteros para América Latina.2

			De esta manera, las posibilidades políticas y éticas de los Estados plurinacionales e interculturales3 se nos ofrecen como oportunidad para cuestionar la función que han tenido las filosofías políticas y jurídicas en la negación y ocultamiento de la dignidad de la diversidad cultural. Tales preocupaciones pueden mencionarse también como un propósito deconstructivo4 de los derechos humanos como derechos individuales que se han apropiado del “Foro” que defiende la dignidad sin dar paso a la participación de los pueblos originarios, tanto en la elaboración de los contenidos del cuidado de lo humano como de sus destinatarios. Por cuidado de lo humano entendemos todas aquellas prácticas y justificaciones que son ofrecidas para la preservación de la vida de los miembros de una comunidad y sociedad, así como del respeto que se merecen y, desde nuestro punto de vista, podrían ser elementos constitutivos llamados a establecer puentes en la construcción de comprensiones interculturales de los derechos humanos y de la dignidad de todos los humanos de la que se habla en ellos. 

			La pregunta que planteamos es la siguiente: ¿por qué la concepción occidental individualista de los derechos humanos, no resiste más ser la justificación o fundamentación única en la llamada interdependencia de todos los tipos de derechos humanos ante la presencia de la diversidad cultural? 

			Las respuestas y posturas desde la filosofía tienen un gran espectro, que pueden ser englobadas en dos grandes grupos: quienes conciben los derechos individuales como los únicos derechos humanos universales y sin la inclusión ni conocimiento de principios éticos provenientes de la diversidad cultural. Y por otro lado se encuentran quienes conciben a los derechos humanos como valores relativos a las culturas que los generan, es decir, ellos valen sólo al interior de cada una de las culturas porque el alcance de los valores se definen por las reglas y normas provenientes de sus propios referentes. En consecuencia, sólo existen derechos humanos culturales y no derechos humanos universales.

			Ahora bien, estos planteamientos pueden expresarse en una forma disyuntiva exclusiva: o universalismo abstracto o relativismo cultural.5 Aunque esta forma no se mantiene en oposición total porque cuando analizamos los supuestos sobre los que se levanta cada una de ellas no se mantienen en posiciones intocadas, en cuanto establecen cosas parecidas, por ejemplo, el universalismo abstracto en tanto que es un producto cultural se podría afirmar que es válido únicamente para sus miembros, por lo que la universalidad de los valores que pretende representar está más bien apoyada en la capacidad de su cultura para imponerse en otros sitios del planeta y no en la consideración de argumentos y razones, ni en el entendimiento de las condiciones de las formas éticas de la diversidad. Resulta ser así el universalismo ético una justificación teórica de dominio e inferiorización como otras tantas que han padecido los pueblos originarios.

			El relativismo cultural,6 por su lado, sostiene que los valores sólo tienen vigencia al interior de las culturas y, en consecuencia, no es posible crear valores y teorías éticas que resuelvan la búsqueda de principios comunes, representa la perspectiva que conduce a callejones sin salida en la tarea de obtener no sólo valores que promuevan el respeto de todos los individuos, grupos y culturas más allá de estrategias de dominación o imposición, sino, y esto es muy relevante, de acuerdos mínimos que puedan y permitan las propuestas del respeto de todos los humanos. Es decir, puede desembocar en un relativismo ético que afirme la imposibilidad de crear principios que acerquen a las culturas, se supone aquí que la razón es débil e incapaz de elaborar una ética que aceptando el relativismo moral pueda ofrecer principios éticos en términos incluyentes de otras matrices culturales. Desde aquí, se podría llegar a justificar que cualquier individuo, grupo o colectivo se consideren a disposición de quienes tengan el poder en su territorio.   

			Ambas posturas son coincidentes en negar las posibilidades de una ética apta para el diálogo entre las culturas, ya sea porque en el proceso racional la diversidad moral no significa un elemento importante y sí un obstáculo para plantear la universalidad de principios, o porque se plantee que no hay nada universal ni tampoco algo parecido a una capacidad humana para crear principios éticos interculturales y universales.  

			La exigencia de la fundamentación intercultural de los derechos humanos proviene de la necesidad de entender la diversidad cultural y su relación con los derechos humanos como dignidad universal. El punto central es que en la justificación de los derechos humanos universales se ha dejado de lado la participación de los pueblos originarios. En nuestra región latinoamericana el indigenismo ha sido la estrategia más estructurada y los Estados plurinacionales ya mencionados aparecen como respuestas distintas a esta ideología. Veamos a continuación algunos de los hechos históricos, posturas ideológicas y apoyos filosóficos que han servido al poder excluyente y, posteriormente, avizoraremos algunos elementos de ruptura con este tipo de poder a partir de las aportaciones de la plurinacionalidad y de la interculturalidad ya mencionadas, y con ellas delinear las respuestas a la pregunta presentada arriba, acerca de las razones por las que se requiere de la participación ética de la diversidad cultural a la hora de fundamentar los derechos humanos y la dignidad.

			La construcción del poder excluyente de la diversidad cultural

			La colonización europea en lo que hoy conocemos como América Latina tuvo en el pensamiento político de la llamada Segunda Escolástica a su más fuerte influencia intelectual. Esta filosofía justificó la evangelización de los pueblos originarios indígenas sobre ciertos principios, por ejemplo el que dice: toda creatura es hija del mismo y único dios. Así como también se valió de la prescripción de que el tratamiento correcto de los indios consiste en el empeño de lograr su conversión voluntaria para servir al emperador y a dios como máxima autoridad moral.

			La igualdad que se predicó en este momento no era la igualdad de la modernidad liberal, ya que en el modelo organicista la justicia no es ciega ante las distintas funciones para las que las partes fueron creadas. La justicia da a cada miembro lo que le corresponde del bien común, porque el todo es antes que el fragmento. Este fue el modelo social inclusivo que otorgó dignidad de acuerdo a las tareas desempeñadas por las partes del cuerpo orgánico; por consiguiente, la concepción de dignidad es jerárquica y proporcional: se reparte con igualdad proporcional entre los grupos del organismo social y político, lo cual para los pueblos indígenas resultó ser una especie de clasificación de la que no podían desprenderse, destinándoles a adquirirla por medio de su evangelización, pues, de otra forma, aunque creaturas de dios, se perderían la oportunidad de corregir el camino.

			Tal perspectiva filosófica tiene representantes muy importantes como Francisco de Vitoria7 quien sostuvo que el emperador reinaba sobre una comunidad de pueblos libres, pues el origen de todo poder es divino, es dios quien da el poder a la comunidad de hombres, pensamiento que tuvo su concreción en “Las Leyes Nuevas para la Gobernación de las Indias”. Cito las palabras que en 1542 pronunció Carlos I: “Ordenamos y mandamos que de aquí en adelante, por ninguna causa de guerra ni de otra alguna, se pueda hacer esclavos a los indios, y queremos que sean tratados como vasallos nuestros de la Corona de Castilla”.8

			Por consiguiente, la concepción de los pueblos indios como creaturas de dios les reconoció un mismo e igual origen, que no significó que tuviesen el mismo valor social que los aristócratas y funcionarios españoles. No obstante, a pesar de ser una concepción jerárquica insatisfactoria para los pueblos originarios, los insertó dentro de la organización social ideal. En los hechos, los encargados de imponer autoridad interpretaron esta concepción como inconveniente a sus intereses y la rechazaron, de aquí provienen las inconformidades de los defensores de los indios quienes vieron en esos actos injusticia y vejación.  

			“Antonio de Montesinos y Bartolomé de las Casas pasaron a la historia como los primeros que denunciaron las terribles violaciones a los derechos humanos de aquellas inmensas poblaciones”.9 La solución que la Corona encontró para recuperar a los indígenas del dominio de los encomenderos fue a través de la separación de indios y españoles,10 en la república de indios.11

			Con la llegada de las Cortes de Cádiz, lejos estuvieron los pueblos originarios de ser beneficiados de sus aires liberales, aunque sí les va a imprimir un duro golpe a sus formas de convivencia, mantenidas en las repúblicas de indios en las que pervivieron costumbres y muchas otras de sus formas sociales.12 Miguel León Portilla sintetiza este proceso muy bien:

			A partir de la constitución que se promulgó en Cádiz en 1812 y que influyó tanto en los realistas, como en los insurgentes, y luego en las de Apatzingán (1814) y en la que se expidió en 1824, consumada la Independencia y establecida la república, los indígenas fueron perdiendo los derechos en que se fundaba su personalidad jurídica. Al hacerse a un lado las distinciones étnicas, poco a poco fueron desapareciendo las antiguas repúblicas de indios, así como los juzgados. La imposibilidad de esgrimir derechos que les reconocían las Leyes de Indias, trajo consigo nuevas formas de marginación. La propiedad comunal de las tierras, las formas de gobierno indígenas, la salvaguarda de sus lenguas y de sus usos y costumbres, quedaron en grave peligro de desaparecer.13

			En los procesos de independencia del siglo XIX, los pueblos indígenas fueron llevados a la guerra, pero no llamados a participar en la construcción de la nueva nación,14 porque la creación de las Cartas Magnas en América Latina respondió al ambiente europeo liberal, cuyos ideales políticos bebieron de las fuentes de la Ilustración , y cuyo personaje no lo representaba el indígena ni sus comunidades.15 Bartolomé Clavero describe estos orígenes jurídicos y su relación con los pueblos indígenas de la siguiente manera:  

			los Estados de lo que hoy llamamos América Latina nacen en la primera mitad del siglo XIX dotándose en efecto, como cimientos, de constituciones, unas normas confeccionadas por las que eran en aquellos tiempos minorías de cultura europea, pero afectando seriamente a las mayorías entonces indígenas. Los planteamientos de alcance más general de tales constituciones ignoran esta presencia humana, la no europea, y sus disposiciones más específicas, cuando la advierten, lo que proyectan es una asimilación sin consideraciones ni siquiera de unos mínimos derechos que hoy diríamos humanos básicos por realmente elementales en cualquier tiempo, cuanto más, desde sus inicios, en el que ya se precia de constitucional. Aquellas constituciones de hace cerca de dos siglos predicaban libertades, a veces con verdadero empeño, pero también entendían que la humanidad indígena no habría de disfrutarlas hasta que no dejara de serlo, esto es, hasta que no abandonase todo aquello que estaba distinguiéndole, desde culturas y lenguas propias hasta control de territorio y manejo de recursos.16

			Los derechos del hombre y del ciudadano no embonaron con los pueblos indígenas, éstos no poseían las luces de la autonomía individual, no eran dueños de sí mismos, pero ¿quiénes lo eran? Los países de nuestra América, tras la primera colonia, eran sociedades corporativas, lejos estaban de ser pueblos revolucionarios burgueses.  Refiriéndose a la historia de México, Jesús Rodríguez y Rodríguez los describe del siguiente modo:

			la consumación de la Independencia, lograda a través de un acuerdo entre las clases altas que detentaban el poder político y económico (es decir los españoles), el alto clero y los criollos ricos, mineros y latifundistas, si bien dota al país de plena autonomía, y por tanto le permite plantear y definir su propia organización, lo obliga a encarar problemas mayúsculos de todo tipo, pero principalmente de carácter económico, social y político, entre los cuales el más ingente y el que más hondo calaba era el de la desigualdad socioeconómica que se había originado desde la conquista.17

			Tras los procesos de independencia de América Latina, el modelo liberal tuvo que adaptar la población al modelo y no el modelo a la población, por ello un grupo, en nombre de la soberanía popular, se lo apropió y ésta fue la manera en la que las oligarquías sustituyeron a la nación.18

			Para el caso de Bolivia, René Guery Chuquimia describe el proceso constitucional así: 

			El Estado boliviano y su constitucionalismo nacieron sin una conciencia nacional, ignorando o en su caso excluyendo la dignidad de dicha base social, creyendo que el imaginario de la naciente conciencia nacional de unos cuantos libertadores e independentistas conformaba un poder legítimo. En otras palabras, el Estado boliviano nació sin nación, o lo que es lo mismo decir sin su alma.19

			Situación ésta que se tradujo en otra calamidad devastadora para los pueblos indígenas, ya que la modernidad los arrojó a un segundo desconocimiento, en tanto que el ideal político nuevamente así lo exigió: deshacerse del pasado, de todo el pasado para poder innovar, y en ese olvido los pueblos originarios perderían una vez más, pues ya eran doblemente antiguos, doblemente atrasados, doblemente bárbaros.20

			Al interior de los Estados independientes latinoamericanos la cuestión social cobró el lugar central en la búsqueda de estabilidad y fortalecimiento, cuyo objetivo consistió en establecer la unidad nacional. Los pueblos indígenas resultaron ser un problema al que había que “estudiar” para saberlo resolver.

			Aparecen los estudios sobre los indígenas con la finalidad de formalizar su educación e integración. 

			Así fue que en 1910 se fundó en Brasil la primera institución contemporánea de corte indigenista: Serviçio de Proteçao aos Indios. Hacia el fin del porfiriato en México, A. Belmar, magistrado de la Suprema Corte, pensó y redactó la primera organización científica indigenista, la Sociedad Indiana Mexicana, que proponía: estudio de razas, costumbres y lenguas de los indios, estímulos a la educación, celebración de congresos anuales, publicación de boletines, trabajos arqueológicos y algo más trascendente y muy difícil: crear en los mexicanos un ambiente comprensivo para los indígenas.21

			En la primera revolución del siglo XX, la de México, las demandas populares se coronaron en la Constitución de 1917, que fue la primera Carta Magna en reconocer los derechos sociales (vendrían después la alemana y la soviética). En este periodo, los pueblos indígenas fueron parte de un problema agrario, que debía resolverse con el reparto de tierras y en la cruzada por la consolidación del Estado monocultural.

			El impacto de la Revolución Mexicana, un sentimiento nacionalista y anti-imperialista en diversos países y la preocupación declarada por la situación de las poblaciones indígenas, entre otros factores, llevaron a que la Octava Conferencia Internacional Panamericana (Lima, Perú, 1938) resolviera “que el Congreso Continental de Indianistas estudie la conveniencia de establecer un Instituto Indigenista Interamericano” (Marroquín, 1977: 59). El acuerdo se concretó en 1940, en Pátzcuaro, Michoacán, con la celebración del Primer Congreso Indigenista Interamericano, disponiéndose la creación de tres órganos indigenistas que debían operar coordinadamente: “los Congresos Indigenistas Interamericanos, el Instituto Indigenista Interamericano y los Institutos Indigenistas Nacionales”.22

			Los criterios que se promovieron en el Primer Congreso Indigenista Interamericano se establecieron en los siguientes términos: 

			Surgen conceptos como el de la “asimilación” de las comunidades étnicas al desarrollo general, en el que aparece como condición más o menos determinante suprimir los rasgos originarios, el de “incorporación” que propone la obtención de una mezcla uniforme de razas y cultura; y el de “integración”, que preconiza acelerar un proceso inexorable tendiente a borrar las fronteras culturales entre los valores y formas de vida de la sociedad dominante y los que se conservan en las sociedades que se consideran marcadas por el atraso.23

			No obstante los impulsos estatales que recibió la ideología indigenista24 comenzaron los cuestionamientos en los años setenta del siglo XX: ¿por qué el indigenismo, por qué Occidente se autoarroga el derecho de ser la única y más alta opción?  

			El ideal era integrar, aculturar, establecer contacto entre dos culturas, en el sentido de que ambas culturas se pasaran recíprocamente ciertos rasgos culturales, lo cual es la aculturación. Pero ¿qué? ese es el punto a discusión. ¿Qué es lo que queremos conservar o creemos que es bueno conservar de las viejas culturas y qué es lo que ellas deben retener o apropiarse de nuestra cultura occidental? Es un error fatal el creer que todo lo occidental es perfecto y que tenemos que sustituir todo lo indígena por lo occidental. No tiene sentido, ni antropológico, ni científico, ni moral, ni nada.25

			En este sentido es que Federico Campell expresa lo que el indigenismo pretendió contestar sin la participación de los indígenas: ¿qué es el indio, por qué es el indio, qué le falta al indio, qué podemos hacer por el indio? El indígena para ser parte de las luchas sociales tenía que ser colocado dentro de los referentes que lo identificaran con un lugar, porque la condición étnica y colectiva no era visible como lucha social, de aquí que la alternativa consistiera en ser reconocido como oprimido en el entendimiento de la búsqueda de mejores condiciones sociales bajo el esquema de la lucha de clases.

			El presidente Lázaro Cárdenas lo afirmó así “[el indígena] es un problema de emancipación esencialmente igual al del proletariado de cualquier país”.26 Esta perspectiva tuvo implicaciones en los movimientos de izquierda que no vieron en las demandas étnicas formas auténticas a menos que estuviesen subsumidas a las del proletariado. 

			Ahora bien, el movimiento indigenista que congregó a países de la región para atender sus rezagos comunes en la segunda mitad del siglo XX, fue simultáneo a otros llevados a cabo para resolver la crisis de la segunda posguerra, en los que aparecieron las relaciones internacionales conducidas por la concepción de la Cooperación Internacional, desde las que se originan la Organización de las Naciones Unidas y el Acuerdo Bretton Woods, de donde provienen el Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, con los que se gestionaron las crisis internacionales, financieras y monetarias. También observamos aquí el entendimiento de las regiones mediante la tópica: Primer, Segundo y Tercer mundo y, posteriormente, las relaciones Norte-Sur. Así como el colonialismo o la Pax estadounidense que promueve en América Latina la idea de que las luchas sociales son contrarias a la estabilidad política y a las conquistas de la consolidación económica de la región, esta ideología se empleó para cancelar la vía democrática pacífica en su transformación política, como en el caso de Chile, y justificó los regímenes dictatoriales.27

			Respecto a las estrategias indigenistas latinoamericanas dirigidas a que sus pueblos indígenas aprendieran en qué consiste el progreso personal y el de la nación no lograron desaparecer  las luchas de resistencia de los pueblos indígenas, que trascendieron más allá de los países en los que se encuentran adscritos. Por ejemplo, sus demandas fueron recogidas en la Organización Internacional del Trabajo (OIT); institución creada desde la Sociedad de Naciones en 1919, y su sobreviviente, que ha representado desde entonces un papel decidido en la defensa de los derechos laborales y posteriormente de los derechos colectivos. 

			En 1989, después de un proceso de revisión del Convenio 107 de 1957, la OIT adoptó el Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en países independientes, que se refiere a los derechos colectivos de los grupos nacionales y de los pueblos, por ejemplo, el artículo 1428 defendió los derechos de propiedad y de posesión sobre las tierras de las minorías, recogió las demandas de los pueblos indígenas en su ya muy antigua denuncia de la transgresión de sus formas de vida. 

			La otra carrera normativa ya mencionada es la que se ocupa de los lineamientos para encausar y corregir las crisis del sistema capitalista, que muestra una vez más el paralelismo entre los acuerdos a favor de los intereses de la economía capitalista y la normatividad de derechos humanos. Son dos luchas distintas con normatividades que pueden confrontarse, aunque también son campos que mantienen relaciones y se retroalimentan, como se puede observar cuando en América Latina los derechos humanos se interpretan desde indicadores de desarrollo capitalista, como ha ocurrido con la aplicación del Consenso de Washington surgido en 1989, que en nombre de la lucha en contra de la pobreza, ha afectado las denuncias y luchas de los pueblos indígenas originarios y de toda la economía de los países latinoamericanos. Además, los resultados de estas estrategias económicas no muestran mejoras en la región latinoamericana, la más desigual del planeta.

			Regresando a la normatividad de derechos humanos y su relación con los derechos de los pueblos indígenas, México ratificó en 1990 el Convenio 169, cuya influencia se hizo sentir cuando en 1992 la nación mexicana reconoció su pluriculturalidad, sustentada en sus pueblos indígenas. 

			El levantamiento zapatista en México, 1 de enero de 1994, mostró la voz de las exigencias de dignidad, echó por tierra la creencia de que no fuesen capaces de una guerra por otro México nunca más sin ellos. Los acuerdos de San Andrés Larráinzar se mantienen sin ser cumplidos, recordemos algunos de sus pasajes: 

			En febrero de 1996 las partes (el Ejército Zapatista de Liberación Nacional y el gobierno federal) plasmaron en ellos por consenso un marco que contemplara el reconocimiento en la Constitución de los derechos de los pueblos indios. Sus derechos individuales, de personas, y sus derechos colectivos, de pueblos (no poblados). Las reformas constitucionales e institucionales derivadas de estos acuerdos significarían, llanamente, una modificación sustancial del pacto social (hacia uno más igualitario y revocable) que el Estado debería reflejar con nitidez, modificando leyes y códigos de todo tipo para hacer coherentes los ordenamientos de todo nivel con estas primeras reformas.29

			Documento 2- II- 4

			Se propone al Congreso de la Unión reconocer en la legislación nacional a las comunidades, como entidades de derecho público, el derecho de asociarse libremente en municipios con población mayoritariamente indígena, así como el derecho de varios municipios para asociarse, a fin de coordinar sus acciones como pueblos indígenas.30

			A partir de 2001, el apartado A-VIII del artículo 2° reconoce el derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación, y la forma en que podrán ejercerla. Se lee:

			Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las características de libre determinación y autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las normas para el reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades de interés público.31

			Sin embargo como lo afirma López Bárcena:

			las reformas a la Constitución [reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 14 de agosto de 2001] en materia indígena no resuelven el conflicto armado de Chiapas, ni las demandas centrales de los pueblos indígenas del país, que era uno de sus propósitos, porque no atienden las causas que le dieron origen.

			En el terreno de lo jurídico bien se puede afirmar que en la reforma constitucional existe una suerte de simulación legislativa, porque si bien reconoce la existencia de los pueblos indígenas, remite su reconocimiento como sujetos de derecho a las constituciones y leyes de las entidades federativas, lo cual generará diversos problemas en la medida en que cada uno de ellos legisle de diferente manera y reconozca distintos derechos, cada uno con distinto alcance.

			Algo similar sucede con el derecho a la libre determinación expresada en autonomía y otros derechos que tendrán el alcance que las legislaturas de los estados donde se ubiquen decidan, lo que tendrá como efecto que existan diversos grados de reconocimiento de los derechos indígenas, como hasta ahora sucede.32

			La Constitución del estado mexicano de San Luis Potosí hace reconocimiento a los pueblos indígenas como “sujetos de derecho público” y en el Plan Estatal de Desarrollo se habla de ellos como actores autónomos en la toma de decisiones inherentes a su desarrollo, en uno de sus objetivos se dice: “Establecer los mecanismos para que las comunidades indígenas participen en procesos de formación para el desarrollo del potencial humano desde una perspectiva intercultural”.33

			Pero no se explica en parte alguna qué se entiende por un desarrollo intercultural, tampoco se informa qué diálogos interculturales se han obtenido en este plan de desarrollo. 

			La influencia del neozapatismo es descrita por autores bolivianos al calor de la constitución de su país en 2009, afirman lo siguiente: 

			Lo plurinacional es una dimensión que plantea otro tipo de cambios en plena crisis del capitalismo, en plena crisis civilizatoria de la modernidad y de estos Estados.

			La propuesta indígena, que comienza con el levantamiento zapatista y termina con los levantamientos bolivianos, es un planteamiento inquietante que va más allá de las propias propuestas políticas concebidas dentro de los límites de la modernidad.34

			los zapatistas entran en escena y abren un nuevo horizonte: el de las autonomías indígenas en los municipios rebeldes y que hasta hoy tienen el control de la justicia indígena, sedimentando mucho más el debate sobre autonomías jurisdiccionales obtenidas por los pueblos indígenas de la Costa Atlántica, allá por la Nicaragua de la Revolución Sandinista y la Constitución Política de 1985.35

			¿Hacia la interculturalidad?

			En México las reformas constitucionales del 10 de junio de 201136 de los derechos humanos y sus garantías, en las que se afirma que en materia de derechos humanos la interpretación se regirá a la luz de los tratados internacionales y de la Constitución, estarán en condiciones de ser un gran paso si es que se apoyan en la creación de leyes secundarias, y si éstas se elaboran teniendo en mente la importancia en no jerarquizar los derechos humanos, es decir, permitan la protección de los derechos humanos de los pueblos originarios indígenas sin estar subsumidos o bajo la primacía de los derechos individuales de una forma inmediata o sin ponderar las necesidades propias de ellos desde ellos. 

			Sin embargo para algunos especialistas todavía no se aplica esta reforma y ya se retrocedió, en específico se refieren a la resolución de la Suprema Corte de la Nación, del 3 de septiembre de 2013, que dice que no deberán rebasarse límites constitucionales en tratados internacionales, pues con estas acotaciones pareciera se restringen los alcances de los derechos humanos. Si esto es así, la pluriculturalidad ya reconocida por el Estado no rebasará sus límites internos y no se acrecentará la influencia a profundidad de la normatividad internacional sobre derechos de los pueblos indígenas en México.37

			Respecto a la innovación de los Estados plurinacionales latinoamericanos de Bolivia y Ecuador, quiero centrar la atención en sus propuestas para el establecimiento de solidaridad entre sus culturas, que es otra forma de mencionar la convicción intercultural que se encuentra en sus constituciones. En la Constitución Política del Estado Plurinacional de Bolivia se lee:

			Artículo 8

			I. El Estado asume y promueve como principios ético-morales de la sociedad plural: ama qhilla, ama llulla, ama suwa (no seas flojo, no seas mentiroso ni seas ladrón), suma qamaña (vivir bien), ñandereko (vida armoniosa), teko kavi (vida buena), ivi maraei (tierra sin mal) y qhapaj ñan (camino o vida noble).

			II. El Estado se sustenta en los valores de unidad, igualdad, inclusión, dignidad, libertad, solidaridad, reciprocidad, respeto, complementariedad, armonía, transparencia, equilibrio, igualdad de oportunidades, equidad social y de género en la participación, bienestar común, responsabilidad, justicia social, distribución y redistribución de los productos y bienes sociales, para vivir bien.38

			La puesta en marcha de procesos interculturales y plurinacionales requieren de aprendizajes coordinados, ya que deberán encausar los derechos humanos solidarios, ya sea para pueblos indígenas, afros, mestizos, blancos, etcétera.

			Al respecto, la Constitución ecuatoriana establece varios elementos que determinan al menos en teoría la construcción de un nuevo Estado, estos elementos se traducen en inéditos elementos constitutivos del Estado (interculturalidad y plurinacionalidad), el reconocimiento de derechos a nuevos sujetos (nacionalidades y comunidades, así como la innovación de los derechos de la naturaleza), la reorganización territorial (basada en el reconocimiento de territorios ancestrales), la ampliación de derechos colectivos (sobre la base de instrumentos internacionales), el desarrollo de principios (justicia indígena) la adopción de un nuevo régimen de desarrollo anticolonialista (sumak kawsay o buen vivir).

			Sin embargo, la adopción de esta nueva estructura constitucional ha significado en la práctica dificultades para su implementación lo cual ha conducido la negación de dichas normas constitucionales o en su defecto su aplicación aleatoria o parcial, aquello ha acarreado el desacuerdo de las comunidades, pueblos y nacionalidades manifestado por medio de procesos de manifestación, protesta y resistencia.39

			En efecto, la interculturalidad y la plurinacionalidad se entienden como relaciones recíprocas. Es decir, los distintos poderes y sus niveles de representación deberán ser investidos de participación intercultural. Lo anterior no significa pluralidad política, sino vertebración política de la diversidad cultural, por ejemplo, el respeto al derecho de consulta de los pueblos significa un límite de acción para los gobiernos frente a los territorios de los pueblos indígenas. Porque la consideración de los puntos de vista de los pueblos no significa la pluralidad partidista o el derecho de expresión, sino que, sin estar en oposición a estas libertades, son algo más: la inclusión de los derechos colectivos de los pueblos para vivir en plenitud en sus territorios sin polución, sin tener la amenaza del destierro y el desplazamiento. 

			Ahora bien, la defensa de los derechos colectivos de los pueblos indígenas tiene una relevancia decisiva para la aparición de democracias que reconozcan compromisos interculturales, en cuanto que se ponen en juego los alcances inclusivos de los derechos individuales y liberales, así como los modelos de justicia liberales, comunitaristas, socialistas, etcétera, frente a la promoción y provocación de diálogos de justicia y democracia, es decir, se trata aquí de situaciones harto problemáticas, pues el conflicto y las grandes distancias entre las bases sociales liberales y las de los pueblos originarios no siempre se salvarán ni se llegarán a acuerdos de respeto en la disidencia, pero la democracia intercultural no puede esperar a que las prácticas de solidaridad lleguen por otros lados que no sea el conflicto, pues este es parte de la vida democrática. 

			En los Estados en los que las justicias indígenas y la justicia ordinaria tienen reconocimiento a la par, como el caso de Bolivia, cuyos límites son los derechos humanos, van a permitir muchas otras igualaciones que deberán contar con esfuerzos muy importantes en todos los campos sociales, porque como Boaventura de Sousa Santos señala, la igualdad entre las justicias indígenas y la ordinaria quiere decir que el pluralismo jurídico podrá ejercitarse con criterio intercultural lo que viene a traducirse en la puerta de entrada a muchas contradicciones y que los más vulnerables, como son las mujeres, sean las protagonistas de todos los déficits de respeto en ambos campos culturales. En el mundo occidental las mujeres no han dejado de ser objeto de violencia, discriminación y sujeción, y en algunos pueblos originarios también padecen violencia con sus propios tintes, de ahí que se observe que eligen resolverla en la justicia ordinaria y no en la justicia de sus comunidades.40 Es por esto que cobra gran importancia lo que señala Judith Salgado, cuando destaca las solicitudes de las mujeres indígenas a sus comunidades de revisar dentro de sus propias cosmovisiones las relaciones entre hombres y mujeres para hacerlas partícipes, y desde dentro de ellas encontrar la desaparición de la violencia. 

			Al mismo tiempo, exigimos que las autoridades indígenas responsables de la aplicación de la justicia ancestral revisen las formas de resolución de casos de violencia contra las mujeres, incluyendo violencia física, psicológica, sexual, pago de alimentos, adulterio, conflictos de herencia, acceso a la tierra e impedimentos de la participación de las mujeres, y hagan partícipes a las mujeres indígenas organizadas en este proceso.41

			Se esperan tensiones y conflictos puesto que aflorarán las diferencias entre los valores definidos por la tradición occidental y los que se cultivan en los pueblos indígenas y afrodescendientes. La legitimidad de estos procesos estará dada por el enraizamiento de prácticas de diálogo y de conocimientos mutuos. Todas estas acciones requerirán o requieren de actitudes que vayan más allá de las que soportan las prácticas de la tolerancia liberal, es decir, se fomentarán acercamientos efectivos y reales. El Estado plurinacional adquiere el compromiso de crear puentes solidarios entre las culturas, es así que el valor de la tolerancia como aceptación de la diferencia que no se toca ni interactúa no es un valor que se oponga a la asimilación de una cultura sobre otra porque la tolerancia puede excluir lo que no entiende y justificar la dominación o exclusión. Agustín Grijalva explica la relación entre plurinacionalidad e interculturalidad de la siguiente manera: 

			la plurinacionalidad sin interculturalidad se reduciría a un agregado de nacionalidades sin proyecto común ni relaciones; mientras la interculturalidad sin plurinacionalidad quedaría reducida a un ideal de relaciones intersubjetivas igualitarias sin la transformación política e institucional que esta nueva igualdad requiere.

			Para trazar un paralelismo, así como el nivel federal en un Estado federal opera como un nivel de relación entre los diversos Estados, sin suprimir su propio ámbito, el nivel plurinacional debería operar como un nivel de internacionalidades, donde los pueblos indígenas y la sociedad nacional desarrollen relaciones interculturales igualitarias.42

			Las experiencias interculturales también pueden desembocar en la creación de conceptos híbridos que, no obstante, conserven la diversidad cultural de donde provengan los orígenes de sentido en él reunidos. Ejemplo de esta experiencia es “el concepto de Derechos de la Naturaleza”, que es un derecho reconocido en la Constitución de la República Ecuador43 y en Leyes especiales en Bolivia,44 que proviene del intercambio de distintas concepciones sobre derechos humanos y de la naturaleza. Boaventura de Sousa Santos así lo señala: “El concepto de derecho viene de la cultura eurocéntrica y del derecho moderno, pero su aplicación a la naturaleza, concebida como Madre Tierra o Pachamama, es una contribución de la cultura andina originaria”.45

			La pregunta que se intuye en muchos de los textos de autores que reflexionan las posibilidades de detener el neoextractivismo, es la siguiente: ¿Es posible defenderse del neoliberalismo?46 ¿Es posible que el buen vivir como sumak kawsay o suma qamaña de los pueblos originarios florezca para un encuentro intercultural? Para el caso de Bolivia las palabras de Raúl Prada Alcoreza resumen esta preocupación: 

			hay dos proyectos que no se pueden juntar y que ya se están enfrentando. Uno plantea la continuidad del modelo extractivista, capitalista, dependiente y desarrollista; es la continuidad de todo lo que se ha hecho en la república hasta ahora. El modelo extractivista es un modelo colonial porque el carácter colonial de la geopolítica del sistema-mundo capitalista es reducirnos a exportadores de materias primas. El otro modelo es el indígena, el modelo del vivir bien.47

			La plurinacionalidad representa una utopía cuyos primeros signos jurídicos se están dando, pero también, a la par, existe una oposición que podría conducir al retroceso. Coincido con Boaventura de Sousa una vez más cuando dice: 

			El futuro de la justicia indígena depende de saber si el timón va en la dirección del capitalismo dependiente (neoextractivista) o en la dirección del sumak kawsay o suma qamaña.

			Si de verdad se busca cumplir el mandato constitucional de una coordinación entre justicias en un Estado plurinacional, habrá que ir caminando lentamente de las dualidades de saberes jurídicos a las ecologías de saberes jurídicos. Será un camino políticamente muy difícil, con mucho sufrimiento humano, ardua lucha política, mucha incomprensión y fuerte polarización. Es quizás una utopía. Sin embargo, una utopía realista.48

			Conclusiones

			En América Latina, los derechos humanos frente a los pueblos originarios no han podido derribar los obstáculos para que se produzcan los intercambios de razones y puntos de vista en aras de comprensiones del cuidado de lo humano que sean los soportes éticos, jurídicos y políticos transicionales hacia la interculturalidad. Las filosofías del derecho y políticas que sostengan que los derechos humanos, para ser válidos en cualquier espacio cultural sin pérdida de rigor y sin tener que ser señalados como eurocéntricos,49 sean concebidos como formas lógicas libres de toda contaminación concreta, se convierten paradójicamente en obstáculos para obtener el respeto y la protección de la igualdad de todos los humanos, pues esas formas lógicas deberán incorporar las propias lógicas de los principios éticos para la vida plena de los pueblos originarios. Es por esto que las constituciones plurinacionales e interculturales son innovaciones que no pueden dejar de ser ponderadas en la región, así lo menciona Danilo Caicedo Tapia para el caso de Ecuador:

			dicho texto constitucional representa al menos en lo conceptual un cambio sustancial con respecto a sus antecesoras, así como con otras normas constitucionales de la región hasta la fecha. Así nos encontramos ante un texto donde hay cuantiosos avances en cuanto a derechos, avances que deben ser rescatados, puestos en práctica e impedir que sean desconocidos.50

			Si tales constituciones consiguen la oportunidad de los pueblos originarios para su participación en la convivencia pacífica, aunque conflictiva, abierta a nuevos sentidos de la política y de la ética, entonces, el reconocimiento de la plurinacionalidad se convertiría en un soporte firme para regir las relaciones entre la individualidad y la comunidad a través de los criterios de los derechos humanos interculturales.

			Notas

			* Los avances de este texto se presentaron tanto en el Coloquio de investigadores del CIALC como en el XVI Congreso de la Federación Internacional de Estudios sobre América Latina y el Caribe. Agradezco los comentarios recibidos que enriquecieron esta presentación.  <---
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